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El contenido del presente Trabajo de Fin de Grado consiste en el análisis de la 
responsabilidad patrimonial del Estado en la licitación de una concesión de explotación 
y construcción de infraestructuras energéticas, el denominado Proyecto Castor. Para 
ello, se procede a analizar la colaboración público-privada del consorcio de empresas 
ESCAL UGS y las diferentes Administraciones públicas involucradas en el Proyecto, 
siguiendo al detalle los instrumentos jurídicos utilizados y explicando los principales 
conceptos de Derecho administrativo que se desarrollan. Especialmente, el proceso de 
licitación de la concesión de explotación, así como las condiciones económicas fijadas 
en los sucesivos pliegos. También las consecuencias económicas, patrimoniales y 
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2. INTRODUCCIÓN: ALMACENES GASISTAS E 
INFRAESTRUCTURA ENERGÉTICA Y REGULACIÓN 
ADMINISTRATIVA EN ESPAÑA. 
 
 
2.1. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO 
 
 
El proyecto Castor es un proyecto de infraestructura energética promovido desde la 
Administración General del Estado en colaboración con empresas privadas. Consiste en 
la construcción de un almacén de gas natural en una sima submarina mar adentro. Estos 
almacenes de gas se utilizan para suplir la demanda energética en momentos en los que 
sea difícil la distribución e importación desde otros países, proporcionando estabilidad 
al sistema energético. Se sitúa frente a la costa mediterránea del Bajo Maestrazgo 
(Castellón). Esta sima fue un yacimiento submarino de petróleo y gas, prácticamente 
agotado durante los años 80 del siglo XX. Este proyecto, junto a otros similares en las 
costas españolas, se impulsó en la búsqueda de más gas natural y petróleo para 
satisfacer la demanda energética del país, y en el caso de que no se encontrasen, para 
servir de almacén del gas importado del extranjero. 
 
 Se inició con el otorgamiento del permiso de investigación y explotación en 1996 a un 
consorcio de empresas. Pero no fue hasta el año 2003 cuando se comprobó la viabilidad 
estructural y económica para las empresas concesionarias del proyecto. A partir de 
entonces, se impulsó con nuevas inversiones y se reguló por parte del Estado la 
explotación y régimen de concesión administrativa desde un punto de vista 
medioambiental y administrativo. Durante estos años se comprobó que no había gas 
natural ni petróleo que explotar de manera rentable en el yacimiento. De esta manera, el 
único provecho económico que las empresas concesionarias podían obtener se convirtió 
en la construcción y gestión futura del almacén de gas importado y el pago de un canon 
por ello por parte del Estado, que se autorizó legalmente en 2008. Es en ese momento 
cuando entra a formar parte del consorcio de empresas ACS SA y una empresa 
canadiense, adoptando el nombre de ESCAL UGS. Se procedió a la construcción de la 
infraestructura de almacenamiento de gas. Junto a ellas, se construyó una planta de 
operaciones situada sobre tierra, en la costa de Vinaroz (Castellón) para la combustión 
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del gas sobrante y su transformación en energía, que luego sería volcada en la red 
eléctrica.  
 
Una vez terminada la construcción de estas instalaciones, en 2013, se comprobó como 
las primeras inyecciones de gas provocaron movimientos de tierra en los alrededores del 
yacimiento. Estos terremotos variaron en intensidad, llegando a alcanzar los 4,2 grados 
en la escala de Richter. Su epicentro se situaba, como se comprobó más adelante, en 
torno a las instalaciones del Proyecto Castor, llegando a alcanzar la costa de Castellón y 
Tarragona y provocando algunos desperfectos. El Gobierno ordenó el cese temporal de 
la actividad del Proyecto hasta que se comprobase su relación con esta actividad 
sísmica. Diversas instituciones abrieron investigaciones sobre el asunto, entre ellas el 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo, la Comunidad Valenciana, a través del 
Síndic de Greuges y la Comunidad Autónoma de Cataluña a través de su propio Síndic. 
También la Fiscalía de Castellón abre una investigación de oficio sobre el asunto. A la 
vez, se activó un Plan de riesgo sísmico, para seguir la actividad de los terremotos y su 
desarrollo.  
 
Las investigaciones citadas y los estudios del Instituto Geográfico Nacional y del 
Instituto Geológico y Minero de España incluyeron actividades de colaboración con el 
consorcio de empresas concesionarias ESCAL UGS e informes de expertos de las 
universidades de Harvard y MIT. Éstas concluyeron que el riesgo sísmico, si se 
continuaba inyectando gas para su almacenamiento en Castor, era muy elevado. Por 
ello, se concluyó el cierre e hibernación del almacén en 2014 y la extinción de la 
concesión administrativa a la empresa. La propiedad de las infraestructuras revirtió en el 
Estado, que las asignó a la empresa pública ENAGÁS TRANSPORTE, SAU para su 
gestión y conservación. Dado que el almacén no había llegado a estar en 
funcionamiento en ningún momento y las infraestructuras ya habían sido construidas, 
con la correspondiente inversión realizada por las empresas concesionarias, se decretó el 
pago de una indemnización de más de 1.300.000.000 € a cargo del erario público. Ésta 
es equivalente a más del 0,12% del PIB de España para 2016. 
 
La indemnización ya había sido prevista y regulada en los anteriores Decretos que 
regularon la concesión administrativa. Se estableció como una forma de asegurar a las 
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empresas concesionarias que, aunque el proyecto no siguiese adelante, ellas 
recuperarían la inversión realizada. Su pago se estableció incluso en caso de dolo o 
negligencia por parte de la empresa concesionaria. Condiciones éstas muy favorables 
para las empresas, en un intento de asegurar la inversión en cualquier circunstancia. De 
esta manera, en 2014 se paralizó el proyecto, se extinguió la concesión administrativa a 
iniciativa del Gobierno y se procedió al pago de la indemnización, obligada por lo 
aprobado anteriormente en la concesión en un plazo inferior a 35 días. Su pago se 
produjo a través de la empresa pública ENAGÁS TRANSPORTE, SAU, que la financió 
a través de un cargo al sistema gasista, un canon sobre la factura del gas natural que 
pagamos todos los consumidores del sistema anualmente, viéndose ésta incrementada 
proporcionalmente desde el 1 de enero de 2016.  
 
Ésta cláusula de indemnización fue primero recurrida al Tribunal Supremo por el 
Gobierno, que quiso revisar en 2013, sin éxito, el contenido del Decreto de concesión 
administrativa de 2008. Posteriormente fue investigada por la Comisión Europea como 
un posible caso de ayudas económicas de Estado prohibidas a empresas privadas. 
También fue recurrida ante el Tribunal Constitucional por la Generalidad de Cataluña y 
diputados del Grupo socialista en el Congreso. Mientras, prosiguió a partir de 2015 el 
enjuiciamiento en el Juzgado de primera instancia de Vinaroz por los posibles delitos de 
prevaricación y delitos contra el medio ambiente que se hubieran producido en la 
autorización para operar en el almacén submarino. 
 
A finales de 2017 el Tribunal Constitucional estimó los recursos interpuestos y falló, 
declarando nula la indemnización, ya pagada, a las empresas por la extinción de la 
concesión del Proyecto Castor. El Alto Tribunal no entró al fondo del asunto, 
declarando la nulidad simplemente por la una cuestión de técnica legislativa en los 
Decretos Ley utilizados por el Gobierno para llevar adelante la indemnización.  
 
A día de hoy, en 2018, la investigación por los posibles delitos medioambientales y los 
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2.2. ESTRUCTURA ENERGÉTICA ESPAÑOLA: 
REGULACIÓN ESTATAL EN EL MARCO EUROPEO 
 
Es importante, en el marco de análisis del Proyecto Castor, señalar las razones para la 
construcción de este tipo de infraestructuras energéticas. El sector de la energía es un 
área productiva con un grandísimo impacto en la economía y la calidad de vida de 
cualquier país. La energía eléctrica es un elemento indispensable para la actividad 
diaria, tanto en el consumo doméstico, como en el sector institucional o el consumo 
industrial. Dicha energía, dadas sus particulares características, no puede almacenarse 
en cantidades significativas para el nivel de demanda actual. Por lo tanto, exige que sea 
transportada directamente desde las fuentes de producción a través de las líneas de alta 
tensión y demás redes de distribución, hasta los puntos de consumo. Las fuentes de 
producción de energía eléctrica son de sobra conocidas, de carácter renovable o no 
renovable, más o menos contaminantes, y con unos impactos u otros sobre el medio 
ambiente, de gran importancia y que es necesario analizar a la hora de aplicarse.  
 
Sin embargo, la energía eléctrica no es el único elemento de importancia a considerar en 
la estructura energética de un país. Actualmente, gran parte de la actividad industrial y 
de transporte se sustenta en la producción de movimiento y fuerza a través de la quema 
de combustibles como el carbón, gas natural y derivados del petróleo, o la utilización de 
fuentes de energía renovable como los paneles solares o energía de biomasa para 
producir calor, de forma directa y sin transformarse en corriente eléctrica. Un ejemplo 
evidente sería la quema de gas natural o gas butano en las calderas domésticas para 
producir calefacción o agua caliente.  
 
El concepto de energía primaria engloba todas las fuentes de energía presentes en la 
naturaleza en un país, mientras que el concepto de energía final es aquella directamente 
disponible para su consumo como electricidad o calor. En España, la producción interior 
de energía primaria en 2016 fue de 32.902 ktep (kilotoneladas equivalentes de petróleo, 
unidad de medida habitual en el sector energético), de acuerdo a datos de la Secretaría 
de Estado de Energía del Gobierno de España. Gran parte de su origen fue la energía 
nuclear. Pero además, destaca la importancia de los recursos renovables, en 
comparación con los países del entorno. Esto es resultado de la gran riqueza natural en 
ese sentido del país y los sucesivos esfuerzos de las Administraciones, especialmente 
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desde el comienzo de siglo XXI, para priorizar el crecimiento de la energía solar, 
hidráulica y eólica frente a otras. 
 
 
Gráfico 1 Producción interior de energía primaria en 2016 
 
Fuente: Informe “La energía en España 2016” del Ministerio de Industria, energía y turismo del 
Gobierno de España. 
 
 
Por otra parte, el consumo de energía primaria en 2016 fue de 123.484 ktep. Esto dejó 
un consumo cuatro veces superior aproximadamente a la producción de energía interior 
del país. Este agujero se cubrió con la importación de fuentes de energía del exterior, 
principalmente combustibles fósiles. 
 
Gráfico 2 Consumo de energía primaria en 2016 
 
Fuente: Informe “La energía en España 2016” del Ministerio de Industria, energía y turismo del 
Gobierno de España. 
                                           P á g i n a  | 11 
 
 
Es innegable, a la vista de los datos, la importancia de las fuentes de energía 
combustible fósil en la producción interior del país. Estos datos cubren el gas natural, 
petróleo y carbón utilizado en la producción de energía eléctrica, pero también el que se 
suministra directamente a los consumidores domésticos o industriales para su quema 
como combustible en automóviles, calderas, etc. Este déficit energético español se 
refleja en el Índice de dependencia energética, medido como el porcentaje de 
importaciones netas sobre el consumo interior bruto de energía, en toneladas 
equivalentes de petróleo. Para el año 2016 resultó del 72,3 %.  
 
Gráfico 3 Déficit energético español, calculado por la Secretaría de Estado de 
Energía, con metodología del EUROSTAT.  
 
 
Fuente: Informe “La energía en España 2016” del Ministerio de Industria, energía y turismo 
 
La variación de la dependencia energética de España puede deberse a múltiples factores, 
como la caída de la demanda energética por una menor actividad productiva durante la 
reciente crisis económica, el crecimiento de las energías renovables, o su evolución 
irregular en la producción, o la recuperación progresiva de esa actividad económica. Por 
lo tanto, puede deducirse la gran dependencia del sector exterior e importación de 
combustibles fósiles existente en la actualidad, así como expectativas, si no al alza, al 
menos de vigencia de esta dependencia en el futuro. España, como la mayoría de los 
países industrializados del mundo, tiene un alto nivel de dependencia energética del 
exterior. Esto es así porque la demanda de energía eléctrica y otras fuentes de energía es 
muy alta en todos los sectores productivos, y supera el suministro doméstico de las 
fuentes de energía que existen dentro de sus fronteras.  
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Siendo importante el análisis del consumo energético total de un país, es innegable la 
prioridad del uso de la energía eléctrica sobre la combustión directa u otros usos de 
energía calorífica, especialmente debido a la digitalización de la economía de forma 
globalizada y también en España.  
 
El conjunto de fuentes de energía que cubren la generación de electricidad de un país se 
denomina mix energético.  
 
 




Fuente: Informe “El sistema eléctrico español 2016” Red Eléctrica de España 
 
El total de la demanda final de energía eléctrica en 2016 fue de 233.936 GWh. De esto, 
el 10,0% proviene de la quema de petróleo y gas natural en plantas de ciclo combinado 
y el 10,6% en plantas de cogeneración, que también funcionan mediante la quema de 
estos combustibles. La importancia de petróleo y gas natural se mantiene, no sólo por su 
uso directo como combustible, sino para la generación de energía eléctrica.  
 
En resumen, de la anterior argumentación se deduce la gran importancia del suministro 
de gas natural como fuente de energía, para la producción de electricidad o para su uso 
directo en combustión, dentro del sistema energético de España.  
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En el año 2017 la demanda de gas natural fue de una cantidad capaz de producir 30.186 
tep (351 TWh). Esa cantidad de gas natural fue utilizada en la producción final de 
energía, tanto en la combustión directa para la obtención de calor en hogares e industria, 
llamado sector convencional del gas natural, como en la producción de energía eléctrica. 
Industrialmente, los sectores que más utilizaron gas natural para la combustión fueron el 
sector refino (22% de la demanda industrial), la industria química y farmacéutica (14%) 
y la producción de materiales de construcción (11%). La práctica totalidad del gas 
natural consumido en España es importado. Los yacimientos nacionales produjeron 620 
GWh, un 0,19% del total de consumo nacional. Éste proviene principalmente de los 
yacimientos de Viura (La Rioja), Poseidón (Golfo de Cádiz) y El Romeral (Sevilla). El 
resto se importa en forma de gas natural directamente a través de los gaseoductos 
internacionales o en forma de gas natural licuado (GNL) principalmente por transporte 
marítimo en buques de carga de bidones y contenedores. Argelia (57%), Nigeria (14%), 
Noruega (11%) y Qatar (8%) son los principales proveedores. Aunque la mejoría en las 
conexiones de los gaseoductos internacionales está mejorando la competencia y la 
importación de países más lejanos, como Latinoamérica o Estados Unidos.  
 
Estos datos subrayan la importancia del gas natural como fuente de energía en España y 
la alta dependencia exterior para su obtención, a través de la exportación no siempre 
estable y desde países lejanos. Es por esto que se ha realizado por parte del Estado un 
impulso a la explotación de los yacimientos nacionales, gracias a los descubrimientos de 
nuevas técnicas como el fracking, y un impulso al almacenamiento de ese gas. Esto es, 
para evitar el desabastecimiento y las subidas de precios repentinas, especialmente las 
diferencias marcadas por el consumo estacional. Esta actividad por parte de las 
Administraciones se conoce como planificación energética.  
 
La principal regulación legal y reglamentaria en materia de planificación energética del 
gas natural se encuentra en:  
 
• Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos. 
 
• Ley 21/1974, de 27 de junio, sobre Investigación y Explotación de 
Hidrocarburos 
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• Reglamento de la Ley sobre Investigación y Explotación de Hidrocarburos 
(aprobado por Real Decreto 2362/1976, de 30 de julio) 
 
 
• Real Decreto 949/2001, de 3 de agosto, por el que se regula el acceso de terceros 
a las instalaciones gasistas y se establece un sistema económico integrado del 
sector de gas natural. 
 
• Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones 
Públicas. 
 
A este respecto, se ha establecido una diferenciación con el resto de sectores energéticos 
y regulación medioambiental, impuesta desde la Audiencia Nacional.1 
 
Entre los reglamentos que se mencionan se encuentran las sucesivas modificaciones del 
Reglamento de la Ley de Investigación y Explotación de hidrocarburos, así como los 
siguientes en materia de almacenamiento subterráneo del gas: 
 
• Resolución de 29 de febrero de 2016, de la Dirección General de Política 
Energética y Minas por la que se establecen determinados aspectos relacionados 
con la subasta de capacidad de almacenamiento básico para el periodo 
comprendido entre el 1 de abril de 2016 y el 31 de marzo de 2017. 
 
• Resolución de 29 de enero de 2016, de la Dirección General de Política 
Energética y Minas, por la que se publica la capacidad asignada y disponible en 
                                                     
1 “Tradicionalmente, al no haber existido regulación específica para el procedimiento de planificación 
de las infraestructuras de transporte de gas natural y de almacenamiento de reservas estratégicas de 
productos petrolíferos, se había seguido el correspondiente a la red de transporte de energía eléctrica, 
de modo que la planificación de infraestructuras en materia de electricidad y de hidrocarburos se hacía 
de manera conjunta. Sin embargo, siguiendo el criterio establecido por la Audiencia Nacional en sus 
sentencias de 31 de octubre de 2012, la parte vinculante del documento Planificación Energética: Plan 
de desarrollo de la red de transporte de energía eléctrica 2015-2020 incluye únicamente el plan de 
desarrollo de la red de transporte de electricidad. La aprobación de una nueva planificación en materia 
de hidrocarburos deberá realizarse una vez se haya aprobado el desarrollo reglamentario necesario a tal 
efecto.” Página Web del Ministerio de Industria, Turismo y Agenda digital 2018 
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los almacenamientos subterráneos básicos de gas natural para el período 
comprendido entre el 1 de abril de 2016 y el 31 de marzo de 2017 (BOE 
01/02/2016). 
 
• Resolución de la Dirección General de Política Energética y Minas, de 15 de 
marzo, por la que se adjudica la capacidad de almacenamiento básico para el 
período comprendido entre el 1 de abril de 2016 y el 31 de marzo de 2017 (sin 
publicar en el BOE). 
 
 
2.3. PROYECTO CASTOR: CARACTERÍSTICAS 
DETALLADAS Y OTROS PROYECTOS SIMILARES  
 
Las primeras infraestructuras en el mundo de almacenamiento subterráneo de gas 
natural datan de 1915. Actualmente existen más de 680 por todo el mundo, una de ellas 
en el subsuelo del casco urbano de Berlín (Alemania). En España se encuentran 
operativas 3 de ellas y construida otra más, pero en proceso de adaptación y 
reconstrucción, además del Proyecto Castor, actualmente en hibernación. Gracias a 
ellas, España almacenó en 2017 un total de 24.344 GWh de capacidad generadora de 
energía de gas, equivalente a la demanda media diaria de energía en invierno de 22 días. 
Las infraestructuras de almacenamiento de gas natural operativas en España en 2018 
son: 
 
• Almacén Yela 
 
La infraestructura Yela está situada en el municipio de Brihuega (provincia de 
Guadalajara). Se encuentra operativa desde el año 2012. La investigación para 
su emplazamiento se inició en 1998 y no fue hasta el año 2007 cuando la 
empresa pública ENAGÁS TRANSPORTE, SAU obtuvo la concesión de 
explotación y reconocimiento de utilidad pública. Se inició su construcción a 
partir de la obtención de la declaración de impacto ambiental positiva y 
autorización administrativa en 2009. Está construida aprovechando un acuífero 
salino fósil a 2.300 m de profundidad en el interior de la tierra, que permite el 
almacenamiento al tratarse de roca porosa, rodeada de otros elementos 
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geológicos que actúan como sello natural. En la actualidad se encuentra 
gestionada y explotada por la sociedad pública que la impulsó, ENAGÁS 
TRANSPORTE, SAU. Tiene una capacidad total de almacenamiento de 1.050 
millones de m3, que no se encuentran aprovechados en su totalidad, aunque sí en 
gran parte, por razones logísticas y de seguridad. 
 
• Almacén Gaviota 
 
Este almacén subterráneo se encuentra mar adentro, frente a las costas de la 
localidad de Bermeo (Vizcaya). Es por esto el más similar, de entre los que se 
encuentran operativos, al Proyecto Castor. Concretamente está situado a 8 km de 
la costa del cabo Matxitxako y a 2150 m de profundidad del fondo marino. El 
almacén aprovecha un antiguo yacimiento de petróleo y gas natural que fue 
explotado durante el siglo XX y agotado en su totalidad. Es por esto que, aunque 
en la actualidad se encuentra operativo y explotado por la empresa pública 
ENAGÁS TRANSPORTE, SAU, no fue así en su origen. En el año 1976 se 
otorgaron los primeros permisos de investigación para las futuras prospecciones. 
Durante unos años se realizaron estas investigaciones hasta que finalmente se 
encontraron los recursos naturales y en 1983 se otorgó el permiso de extracción. 
Durante la siguiente década se extrajo el gas natural para su aprovechamiento y 
comercialización, al tratarse de un yacimiento lo suficientemente rico en 
recursos. En 1994, agotado ya el gas que había allí, se produjo la transformación 
del yacimiento en almacén para el gas importado. Se inició su actividad y fue 
adquirido en 2010 por ENAGÁS TRANSPORTE, SAU, que realizó unas obras 
para su ampliación durante el año siguiente. En la actualidad se encuentra 
plenamente operativo, con una capacidad máxima de almacenamiento de 1600 
millones de m3. Al igual que el resto de instalaciones de este tipo, su 
aprovechamiento no es el máximo por razones de seguridad y picos de demanda.  
 
• Almacén Serablo 
 
Este proyecto se basa, al igual que el Almacén Gaviota, en un yacimiento de 
petróleo y gas natural previamente explotado y ya agotado. Se encuentra, a 
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diferencia de éste último, en el interior de la Península. Concretamente entre las 
localidades de Jaca y Sabiñánigo (Huesca), en las estribaciones de la cordillera 
de los Pirineos. Los almacenes de gas se encuentran entre los 1500 m y 2700 m. 
La variación se debe a que no están situados en el mismo campo de gas, sino que 
existieron varias bolsas de gas subterráneas, cercanas pero independientes entre 
sí, que actualmente se aprovechan como almacén. Este proyecto fue el primer 
yacimiento de gas natural agotado y aprovechado como almacén en España. 
Concretamente, su fase de aprovechamiento y extracción se inició en 1978 y 
finalizó en 1989. Durante estos años se llegaron a extraer un total de 910 
millones de m3 de gas. La empresa pública ENIEPSA (hoy en día REPSOL 
EXPLORACIÓN SA) fue la encargada de realizar la extracción del gas y su 
aprovechamiento. A partir de 1989 se inició la inyección del gas importado, 
alcanzando un máximo (no aprovechado totalmente por las razones ya 
mencionadas en otros almacenes) de 1100 millones de m3.  
 
Además de las mencionadas, el proyecto Marismas está construido, pero en 
remodelación para adaptar las instalaciones a la demanda actual. El proyecto Marismas 
se encuentra en desarrollo en el entorno del parque natural de Doñana (Huelva). Esta 
zona es una de las de mayor biodiversidad de España, pero además, durante el siglo XX 
se descubrió una bolsa de gas natural en su subsuelo. Este campo de gas se ha explotado 
durante años, mediante una planta de extracción construida en el entorno del parque 
natural, hasta ir agotando progresivamente sus recursos. En la actualidad se encuentra 
en remodelación para convertir el espacio subterráneo en otro almacén subterráneo de 
gas natural importado a 700 m de profundidad. El espacio de almacenamiento actual es 
mínimo, en comparación con el resto de proyectos ya desarrollados, aunque se ha 
proyectado las futuras construcciones con un espacio de almacenamiento total de 900 
millones de m3. Se encuentra en explotación y adaptación por la empresa GAS 
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El Proyecto Castor se planificó con una capacidad de 1900 millones de m3, el mayor de 
los almacenes presentes en su momento en España. Equivaldría al suministro necesario 
para cubrir el consumo de gas medio de 2017 durante 20 días de todo el país. De ahí su 
importancia estratégica y la prioridad en la inversión sobre el resto de infraestructuras 
energéticas en España. Su situación geográfica era favorable cuando se inició el 
proyecto, ya que se situó en un antiguo yacimiento de gas natural y petróleo ya 
explotado y agotado. Éste se encuentra en el interior del Mar Mediterráneo, a 21 km 
aproximadamente de la costa levantina, frente al municipio castellonense de Vinaroz en 
la comarca del Bajo Maestrazgo. La ubicación fue establecida en la sima submarina que 
había albergado el anterior yacimiento, cercana a ese municipio en la zona norte de la 
Comunidad Valenciana y muy cercano a municipios ya pertenecientes a la Comunidad 
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  Fuente: Producción propia 
 
El almacén se proyectó como una remodelación de las estructuras construidas para 
extraer el gas natural y ya existentes, construidas y utilizadas por la compañía ROYAL 
DUTCH SHELL, SA durante la fase de explotación del llamado yacimiento de 
Amposta desde 1973 hasta 1989. Éstas comprendían una plataforma de extracción 
instalada en alta mar y anclada al subsuelo submarino, así como las correspondientes 
maquinarias de extracción y canalizaciones que alcanzaban la bolsa submarina de 
petróleo y gas. Éstas se completaron con un gaseoducto de más de 30 km de longitud, 
de los cuales 21,6 km transcurren bajo el mar y 8,7 km ya en zona terrestre, conectando 
la plataforma de extracción marina con una planta regasificadora y de refinado que 
trataría el gas antes de volcarlo en la red gasística del interior del país para poder 
transportarlo a los centros de consumo. Éstas son las coordenadas geográficas de la 
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Gráfico 7   Situación geográfica del Proyecto Castor                        
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3. CONTEXTUALIZACIÓN EN TORNO A LOS CONCEPTOS 
DE DERECHO ADMINISTRATIVO DE CONCESIÓN Y 
LICITACIÓN PÚBLICA. 
 
La actividad desarrollada en el Proyecto Castor involucra exploración en el subsuelo 
marino de territorio de España. Para esta exploración y explotación de espacio en el 
subsuelo, se llevó a cabo una actividad por un consorcio de empresas privadas, 
impulsada por el Gobierno de España y coordinada con las Administraciones Públicas 
correspondientes. A continuación, se definirá el ámbito de esa actividad, atendiendo a la 
especial naturaleza de los bienes involucrados y la relación jurídica que devino de esta 
actividad entre la Administración y la empresa concesionaria. 
 
 
3.1 NATURALEZA JURÍDICA GENERAL DE LOS BIENES    
TRATADOS EN EL PROYECTO. 
 
El desarrollo del Proyecto Castor se impulsó atendiendo a un interés estratégico para 
España como nación en el ámbito del suministro de energía. La importancia de esta 
actividad se ha explicado a lo largo del pasado epígrafe de este Trabajo de Fin de 
Grado. El suministro de gas natural se realiza por empresas privadas, tanto en el ámbito 
de la importación, como de la explotación y distribución de los recursos naturales 
existentes en territorio español. La naturaleza de las relaciones jurídicas existentes en 
este último caso no es objeto de este Trabajo, por lo que no se abundará en ella. Baste 
destacar que el gas natural o el petróleo existente en el subsuelo de territorio español 
tienen la naturaleza jurídica de bienes muebles de dominio público o demaniales, de 
dominio público estatal, atendiendo a la clasificación jurídica realizada en el artículo 
132 de la Constitución Española y a la  
 Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas. En 
concreto, dispone el art. 132.2 CE que: “Son bienes de dominio público estatal los que 
determine la ley y, en todo caso, la zona marítimo-terrestre, las playas, el mar 
territorial y los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental.” 
El gas natural existente y explotado hasta 1989 por la compañía ROYAL DUTCH 
SHELL, SA en el yacimiento de Amposta tenía esa naturaleza jurídica como bien hasta 
que fue extraído por la compañía, momento en el que cambió esa naturaleza en función 
del destino de esas reservas energéticas. En su mayoría fueron a la explotación y 
                                           P á g i n a  | 22 
 
comercialización como bien de Derecho privado, propiedad de la compañía, previo 
procedimiento de desafectación del bien público. Esto es así porque la bolsa de gas en el 
lecho marino se situaba a unos 21 km de la línea de base de territorio español, por lo 
tanto, dentro de la plataforma continental (concepto de Derecho Internacional público) 
en base a la regulación del Convenio sobre la plataforma continental firmado por la 
Convención de Ginebra el 29 de abril de 1958. Su artículo 76.1 establece como 
plataforma continental el territorio de hasta 200 millas marinas (unos 370 km) y se 
superpone a la Zona económica exclusiva, que da derecho a administrar los recursos 
naturales existentes por parte de España como bienes de dominio público estatal.  
 
Jurídicamente, la situación respecto al gas natural almacenado tras el agotamiento del 
yacimiento de Amposta es diferente. Ese gas natural se trata de gas importado a España 
por parte de las compañías de distribución para su comercialización en el país o su 
mantenimiento como las llamadas “reservas estratégicas”. Estas reservas estratégicas 
consisten en una cantidad de petróleo o gas que las naciones se reservan para disponer 
de ellas en casos de desabastecimiento para atender a los servicios públicos más 
importantes (atención sanitaria, transporte de evacuación, defensa…). Se consideran, 
por tanto, bienes de dominio público estatal. En el almacén proyectado en el Castor 
existía una cantidad destinada a ello, como en el resto de almacenes subterráneos de gas 
mencionados (Gaviota, Yela y Serablo), procedente de un procedimiento de 
expropiación a las empresas importadoras. Sin embargo, son una cantidad mínima 
comparado con el resto, que consiste en gas propiedad de las empresas distribuidoras 
para su comercialización en España. Estas compañías pagan un canon al Estado, o a la 
empresa explotadora del yacimiento, para poder guardar el gas natural en el almacén 
subterráneo, previo transporte de éste a través de los gaseoductos continentales, para 
después ser tratado en las plantas de refinado y comercializado a través de las red 
gasística española para consumo en el hogar, industrial o institucional. Así estaba 
previsto que se realizase la actividad en el Proyecto Castor, impedida por los seísmos 
provocados en la inyección del gas en el almacén en el subsuelo.  
 
En resumen, la riqueza natural del Estado, el gas natural o petróleo encontrado en 
territorio español tiene la naturaleza de bienes de dominio público o demaniales, afectos 
al fomento de la riqueza nacional, de acuerdo a la clasificación del art. 132.2 CE y el 
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art. 339.2 del Código Civil y a la regulación del art. 30 y siguientes de la LPAP. Por el 
contrario, el gas natural mantenido en los almacenes subterráneos de España es un bien 
de Derecho privado, propiedad de las empresas distribuidoras que pagan un canon para 
el acceso a ese almacén, salvo la reserva estratégica, que tiene la misma categoría que el 
gas natural en el subsuelo previo a su extracción. 
 
Por otro lado, la construcción del almacén subterráneo de gas requirió la excavación y 
tratamiento de las rocas calizas y porosas presentes en el subsuelo, parte del mar 
territorial, considerado territorio soberano español y como tal, un bien de dominio 
público estatal de acuerdo con el art. 132.2 CE. Para la remodelación de las 
instalaciones y construcción del almacén de gas, la empresa concesionaria ESCAL UGS 
necesitó de un permiso por parte de la Administración pública. En los epígrafes 
subsiguientes se explicará el régimen jurídico de estos permisos. 
 
 
3.2 DESARROLLO DE LA FASE DE INVESTIGACIÓN, 
PERMISOS ADMINISTRATIVOS (1996-2008) 
 
 
El uso de los terrenos y espacios necesarios para la construcción del almacén Castor 
requirió, como se menciona anteriormente, de un permiso por parte de la 
Administración pública. Estos terrenos en el subsuelo submarino y en la costa de 
Castellón para la construcción de la planta de refino del gas tienen naturaleza de bien de 
dominio público o demanial. Por tanto, están afectos a un uso general por parte de todos 
los ciudadanos (art. 85 y 85 LPAP). Para su uso privativo por parte de ESCAL UGS 
para el almacén gasístico, ésta requirió de un permiso otorgado, primero a través de 
autorización administrativa, y después en régimen de concesión. Asimismo, se otorgó 
para el uso privativo de las instalaciones ya construidas por ROYAL DUTCH SHELL, 
SA y aprovechables en el almacén, que eran propiedad del Estado y cuya titular era la 
empresa pública ENAGÁS TRANSPORTE, SAU en tiempo de otorgamiento de la 
concesión de Castor. Estas autorizaciones administrativas y concesiones se rigen 
actualmente por la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, por la 
especial naturaleza de los espacios de terreno que se involucran y el régimen general 
supletorio de la LPAP. Así lo resumía el Real Decreto 855/2008 de otorgamiento de la 
concesión de explotación del Proyecto a ESCAL UGS:  
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 “El artículo 3 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, 
modificada por la Ley 12/2007, de 2 de julio, de acuerdo con la naturaleza de bienes de 
dominio público estatal de los yacimientos de hidrocarburos y almacenamientos 
subterráneos, establece que corresponde a la Administración General del Estado en los 
términos previstos en dicha Ley, el otorgamiento de las concesiones de explotación de 
hidrocarburos.”  
 
El almacenamiento de gas natural para el cual se autorizó a la empresa mediante el RD 
855/2008 tenía carácter básico. De acuerdo a la Ley 34/1998, estos almacenamientos 
pueden verter gas natural directamente a la red de distribución nacional, por tener las 
características técnicas necesarias de presión en las conducciones e instalaciones. 
Además, pueden incluirse directamente en el régimen retributivo del sistema de gas 
natural.2 Esta categoría jurídica será de importancia en el establecimiento del régimen 
económico del Proyecto, como se explicará posteriormente. 
 
Cronológicamente, no fue este documento jurídico público el que dio inicio a la 
actividad de ESCAL UGS en el Proyecto. Antes de que se comprobase la viabilidad del 
Proyecto se realizó una fase de investigación que el Gobierno encargó a una serie de 
empresas en el yacimiento de Amposta. 
 
La fase de investigación comenzó en septiembre de 1996. En ese año se otorgó un 
permiso de investigación de hidrocarburos en la zona del yacimiento de Amposta, para 
explorar la viabilidad de nuevas prospecciones de extracción de gas o, en su caso, la 
transformación del yacimiento en almacén. Hay que recordar que desde 1989 el 
yacimiento se encontraba inactivo por haberse agotado el gas natural existente. Dicho 
permiso de investigación se otorgó por medio del Real Decreto 2056/1996, de 6 de 
septiembre. Este permiso debía de otorgarse por el Ministro de Industria, de acuerdo a la 
regulación de la LPAP y el artículo 14.2.2 del Reglamento de la Ley sobre investigación 
y explotación de hidrocarburos, de 27 de junio de 1974 (vigente en el momento del 
otorgamiento del permiso de investigación). También requería y requiere verificación 
positiva de la Dirección General de la Energía. El permiso se otorgó a la mercantil 
                                                     
2 Por definición negativa en el Art. 59.2 de la Ley 34/1998, del Sector de Hidrocarburos. 
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ESPAÑA CANADÁ RESOURCES, INC. Esta mercantil fue constituida al efecto, 
aunque no se ha podido confirmar una relación directa con las posteriores adjudicatarias 
de las concesiones del Proyecto Castor. La empresa se comprometió a invertir, en 
aquella fecha, un mínimo de 10 millones de pesetas en 1996 en la inversión para la 
investigación sobre el yacimiento.  
 
En enero de 2004, tras años de investigación y prospecciones, la empresa ESPAÑA 
CANADÁ RESOURCES, INC. Quedó absorbida en su totalidad por una nueva 
mercantil, ESCAL UGS SL. Esta nueva empresa se formó dicho año con capital 
aportado en un 66,66% por GRUPO ACS, SA y un socio canadiense, DUNDEE 
ENERGY LIMITED PARTNERSHIP en el 33,33% restantes. La Orden 
ECO/3805/2003, de 17 de diciembre, publicada en el BOE el 13 de enero de 2004 
decretó la cesión del permiso de explotación a la nueva empresa, que a partir de 
entonces tomó las riendas del resto del desarrollo del proyecto. Este acto administrativo 
no necesitaba de un Real Decreto para llevarse adelante, sino de una mera Orden 
ejecutiva de la Dirección General de Política Energética y Minas, en aquel momento 
integrada en el Ministerio de Economía. Una Orden ejecutiva anterior, de 1998 había 
establecido la reducción de la superficie del permiso de investigación a las coordenadas 
actuales del Proyecto, además de establecer una extensión de la vigencia del permiso. 
En julio de 2004 se estableció la primera prórroga al permiso de investigación, por 3 
años, además de la aprobación de nuevas inversiones en el proyecto por parte de 
ESCAL UGS SL. A partir de este momento, se fueron decretando las sucesivas 
prórrogas mediante Órdenes ejecutivas de los respectivos ministerios, aprobándose 
nuevas inversiones que la empresa debía afrontar para continuar siendo titular del 
permiso de investigación.  
 
Las técnicas ejecutivas utilizadas durante estos años denotan una connivencia entre las 
esferas más altas de la Administración con la empresa concesionaria del Proyecto. El 
desarrollo de la investigación sobre el terreno de Castor se llevó a cabo de forma 
progresiva, eludiendo el control parlamentario de los costes de las fases de investigación 
y eludiendo concursos públicos como los que establece la LPAP para el acceso a una 
concesión de dominio público, tal y como se explicará más adelante. Para muestra, un 
botón: el Real Decreto 2056/1996, que otorgó el permiso de investigación a la mercantil 
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y fue el pistoletazo de salida del Proyecto Castor, fue el único elemento legislativo 
convalidado por las Cortes en esta materia, hasta la confirmación en las concesiones 
demaniales. No lo fueron así las sucesivas Órdenes ejecutivas de los Ministerios en 
estos años, al no ser necesario, de acuerdo a derecho. Sin embargo, estas Órdenes 
sentaron las bases económicas del Proyecto Castor en los años venideros, y carecieron 
de control parlamentario, además de ser inadecuadas para regular esta materia, como lo 
era el Real Decreto, por ser un elemento reservado para legislar de urgencia por parte 
del Gobierno. Problema, por otra parte, habitual y endémico en el sistema legislativo 
español. Esta situación de ausencia de control parlamentario se perpetuó hasta el 
otorgamiento de la concesión de explotación del Proyecto Castor en mayo de 2008. Y 
tuvo consecuencias económicas en los costes del Proyecto y las reclamaciones 
posteriores a la Administración.  
 
3.3 FASE DE CONSTRUCCIÓN DE LAS INSTALACIONES: 
CONCESIONES ADMINISTRATIVAS EN EL PROYECTO 
(2008-2014) 
 
La fase de investigación concluyó con la confirmación de la viabilidad del Proyecto. 
Las sucesivas prospecciones y labores realizadas en la zona obtuvieron resultados 
positivos al almacenamiento de gas natural en el antiguo yacimiento de Amposta. No 
sólo lo afirmó la labor de la empresa investigadora, sino también las Administraciones 
públicas, en la figura del Ministerio de Agricultura y Pesca, en lo que pudiese afectar a 
sus competencias, así como la Comunidad Autónoma en cuyo territorio se desarrollaría 
el Proyecto, la Comunidad Valenciana. La reducción de la superficie de investigación 
mencionada anteriormente supuso que la zona marítima afectada por el Proyecto se 
situaba por entero correspondiente a territorio de la Comunidad Valenciana, a pesar de 
la cercanía con Cataluña y las tierras del bajo Ebro. Toda esta labor administrativa se 
llevó a cabo de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 25 y siguientes de la Ley del Sector 
de Hidrocarburos, para la solicitud de una concesión de explotación o almacenamiento 
de gas natural. La ley mencionada establece una prioridad en la colaboración de 
iniciativa público-privada, en detrimento de garantías de competencia como los 
concursos públicos de la LPAP en régimen de concurrencia. Basta comparar el artículo 
25 de la Ley del Sector de Hidrocarburos con la disposición 93 de la LPAP para 
comprobar la ausencia de requerimientos de concurrencia, que garanticen condiciones 
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económicas de mercado y más favorables a los intereses de la Administración y, por lo 
tanto, de todos los ciudadanos.  
 
Estas garantías provienen de un interés del legislador en proteger los bienes demaniales. 
Estos bienes, por la necesidad de ellos o su naturaleza, son necesarios en dominio y/o 
uso de la Administración para el cumplimiento de sus objetivos y fines, garantizar 
servicios públicos a los ciudadanos y la protección de la actividad privada. Es por eso 
que, si alguien pretende su uso privativo, deba acudir a procedimientos especialmente 
garantizados, y no meros contratos de Derecho privado o mercantiles, para su acceso y 
utilización. En concreto, los espacios de alta mar utilizados en el Proyecto Castor 
forman parte del litoral español, y su uso privativo para la explotación del almacén de 
Amposta obstaculizaría labores de navegación y pesca, además de impedir el acceso a 
otras empresas que podrían almacenar allí el gas natural para su posterior 
comercialización. Por estas razones, la Ley protege el acceso a estos recursos naturales, 
bienes demaniales del Estado, mediante procedimientos y garantías de concesiones de 
dominio público. La LPAP, en los artículos mencionados en el anterior párrafo, regula 
las concesiones demaniales, estableciendo garantías como el régimen de concurrencia 
para su acceso. Otros principios están establecidos en la Ley de Subvenciones, que 
deberían informar la actuación de la Administración en todo momento, como los 
principios de publicidad, competencia, objetividad, igualdad, eficacia y transparencia, y 
especialmente, el más vulnerado durante el desarrollo ejecutivo del Proyecto Castor: el 
principio de eficiencia en el uso de recursos públicos. Estos principios no se encuentran 
especialmente recogidos en el contenido de la Ley del Sector de Hidrocarburos para el 
acceso a las concesiones demaniales sobre bienes de interés energético, pero deben 
entenderse de aplicación general para todo el ordenamiento administrativo. 
 
Los requisitos mencionados en el art. 25 de la Ley del Sector de Hidrocarburos se 
cumplieron por parte de la empresa ESCAL UGS SL, obteniendo la concesión de 
almacenamiento de gas natural en Castor con el Real Decreto 855/2008, de 16 de mayo, 
(disponible en la sección ANEXOS del presente Trabajo).  
 
El régimen económico de la concesión se comentará más adelante. Baste destacar por 
ahora algunas características principales de la concesión. Dicha concesión autorizó a 
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ESCAL UGS SL a la realización de las labores necesarias para el almacenamiento de 
gas natural en el subsuelo de acuerdo a la Ley del Sector de Hidrocarburos y a la 
planificación estratégica del Ministerio de Industria para los años 2005-2011. 
Determinó la extensión del Proyecto en las coordenadas geográficas citadas 
anteriormente. Además, estableció un período de vigencia de 30 años para la concesión, 
coincidente con el máximo legal establecido en la LSH, con las prórrogas determinadas 
reglamentariamente. Confirmó el derecho en exclusiva para el uso del espacio público 
por parte de la empresa concesionaria. Estableció las bases para el plan de explotación y 
los trabajos a realizar de manera esquemática. Adicionalmente, relacionó una serie de 
memorias anuales que la concesionaria debía remitir a los órganos correspondientes del 
Ministerio de Industria, entre otras la Dirección General de Política Energética y Minas. 
Las condiciones industriales de desmantelamiento de las instalaciones también 
quedaron fijadas, así como el depósito de una garantía previa al inicio del Proyecto. Se 
fijaron las condiciones de conservación y la suscripción obligatoria de un seguro de 
responsabilidad civil por los riesgos a terceros de la actividad desarrollada en el 
almacén. Este seguro se suscribió, pero no fue necesario su uso, ya que los seísmos 
provocados por la inyección de gas natural no causaron daños patrimoniales por la 
lejanía del epicentro a la costa y zonas habitadas. No obstante, hubo un alto riesgo de 
que esto sucediese en el año 2013, y la justicia está pendiente de resolver acerca de los 
daños morales sobre la población de la comarca del Bajo Maestrazgo por el peligro de 
los seísmos, la movilización de la población y la incertidumbre de riesgo de evacuación 
en caso de terremotos mayores. Por último, se decretó un desarrollo por parte del 
Ministerio de Industria de las inspecciones periódicas de las instalaciones y obligación 
de información a las correspondientes administraciones públicas por parte de ESCAL 
UGS SL. El Real Decreto, en su artículo 14 determinó el régimen de extinción de la 
concesión. Este artículo será de gran importancia en el análisis de las consecuencias 
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4. AUTORIZACIONES AMBIENTALES Y DE EXPLOTACIÓN 
DE LAS CORRESPONDIENTES ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS. INICIO DE LOS SEÍSMOS, HIBERNACIÓN Y 
POSTERIOR CIERRE DEL PROYECTO. 
 
4.1 ÚLTIMA FASE DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA (2009-2013) 
 
Fue en el año 2008, cuando se aprobó la explotación del almacén Castor mediante el 
Real Decreto 855/2008, de 16 de mayo. La categoría jurídica de la norma no es baladí, 
como ya se ha comentado. El Real Decreto que dio nacimiento al Proyecto Castor, allá 
por 1996, otorgó autorización administrativa para ocupar el espacio público citado en la 
costa castellonense y en aguas territoriales españolas para la investigación y explotación 
de hidrocarburos, y sólo para esto. Es decir, se autorizó a las empresas concesionarias a 
explorar el yacimiento submarino, calcular si todavía existía allí petróleo y gas natural 
que fuera explotable de forma rentable, o se había agotado en su explotación previa en 
los años 80. Si lo encontraban, podían extraerlo, refinarlo y venderlo a las empresas de 
producción energética. En el caso de no encontrarlo, podían investigar acerca de las 
características del yacimiento, para averiguar si allí era posible almacenar gas natural 
que se importara del este de Europa y norte de África por los gaseoductos de nuestro 
país para su posterior consumo. El Real Decreto de 1996 no autorizaba para empezar a 
inyectar este gas. El nuevo Real Decreto de 2008 sí lo hizo. Y a partir de esa fecha 
comenzó la inyección del gas al espacio subterráneo. Inyección que desencadenaría los 
problemas sísmicos en años posteriores. 
 
El Real Decreto 855/2008, de 16 de mayo y sus condiciones, han sido muy criticadas 
posteriormente, ya que abrió la puerta a las escasas justificaciones de costes de la 
explotación por parte de ESCAL UGS, S.L. También a las insuficientes 
comprobaciones sísmicas y ambientales que se realizaron. El recién renovado gobierno 
de entonces, impulsó la explotación del proyecto Castor. 
 
La primera de estas autorizaciones ambientales fue la Declaración de impacto ambiental 
del Proyecto Castor, publicada en el BOE nº272, de 11 de noviembre de 2009. Fue 
llevada a cabo por la Secretaría de Estado para el Cambio Climático. El marco jurídico 
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vigente entonces no obligó a ninguna comprobación de impacto sobre el medio 
ambiente anterior, para la aprobación de la concesión. Solamente se habían realizado, 
hasta la fecha, las comprobaciones por parte de la empresa concesionaria, no 
suficientes, por motivos obvios de parcialidad.  
 
Gráfico 8   Plano técnico del Proyecto incluido en la Declaración de impacto 
ambiental                        
 
 
  Fuente: BOE nº272, de 11 de noviembre de 2009 
 
Esta Declaración de impacto ambiental fue objeto de recurso administrativo, presentado 
por una pequeña empresa hortofrutícola de la comarca, RÍO CÉNIA, SA. Esta pequeña 
empresa se veía afectada por el recorrido del gaseoducto hasta la planta de refino del 
gas, que transcurría a través de ciertas tierras de su propiedad, previamente expropiadas. 
Dicho recurso se basó en que la Secretaría de Estado no había tenido en cuenta el riesgo 
sísmico en su estudio, ya advertido por el Observatorio del Ebro, dicha empresa y la 
propia Generalitat de Cataluña. También será importante en los años siguientes el rol de 
una asociación ciudadana, la PLATAFORMA DE LAS TERRES DEL SÉNIA. Hay que 
recordar el signo político diferente en aquellos años del Consejo regional de la 
Generalitat al Gobierno de España. No obstante, también cabe recordar que la zona del 
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Levante español es una región habitualmente afectada por pequeños seísmos, 
provocados por diversas fallas geológicas situadas en el subsuelo marino de esta zona 
del mar Mediterráneo. Dicha circunstancia ya era advertida por las asociaciones y 
organismos mencionados, por los antecedentes existentes. 
 
Esta empresa y organismos públicos interpelaron también en este sentido al Gobierno 
de España y a ESCAL UGS, SL. Ambos declararon ante estos hechos, a través de un 
portavoz de la concesionaria, que no se apreciaban razones suficientes para realizar un 
estudio específico de la frecuencia de la actividad sísmica en el Proyecto, ya que, de 
acuerdo a la normativa vigente, las instalaciones del almacén se ubican en una zona 
cercana a unas fallas geológicas, pero de un riesgo sísmico bajo.  
 
En los años sucesivos se realizaron diversas investigaciones y resoluciones 
administrativas por parte de la Administración, aunque ninguna estudiando a fondo el 
riesgo de provocar terremotos en la zona por la inyección de gas. Destaca la Resolución 
de 7 de junio de 2010 de la Dirección General de Política Energética y Minas otorgando 
la autorización administrativa y el reconocimiento de utilidad pública de las 
instalaciones. Además de los permisos administrativos necesarios respectivamente para 
la ocupación del dominio público marítimo-terrestre de la plataforma marina y la planta 
de refino del gas Durante todo este período la empresa comenzó el acondicionamiento 
de las instalaciones y las primeras inyecciones de gas natural en el yacimiento, con 
éxito. 
 
La Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional estimó el recurso 
interpuesto por RÍO CENIA, SA en abril de 2013. Anuló la Resolución de la Secretaría 
de Estado de Cambio Climático de 11 de noviembre de 2009 necesaria para el 
desarrollo de la actividad concesionaria. La Audiencia dio la razón a las plataformas y 
asociaciones en tanto la evaluación de impacto ambiental realizada por la 
Administración no había sido suficiente y valoró la necesidad de investigar la 
repercusión sísmica de la actividad de Castor. Esta decisión judicial llegó con el 
Proyecto plenamente operativo, habiendo realizado la empresa concesionaria hasta tres 
inyecciones masivas de gas natural. Anulada dicha resolución, la actividad de Castor 
debía someterse a nueva evaluación por el Ministerio de Medio Ambiente. Pero ya no 
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hubo tiempo para hacerlo, ya que unos meses después comenzaron los terremotos en la 
zona.  
 
4.2 TERREMOTOS, PARALIZACIÓN E HIBERNACIÓN DEL 
PROYECTO (2014-2017) 
 
En septiembre y octubre de 2013 se producen los primeros seísmos en la zona del 
Proyecto Castor. Estos terremotos fueron en todo momento de baja intensidad, dentro 
de los márgenes y categorías propias de una zona de cierta actividad sísmica como es el 
Levante español. Sin embargo, alcanzaron la potencia suficiente para ser sensibles a la 
población de la comarca de Bajo Maestrazgo, a pesar de tener su mayoría el epicentro 
en alta mar. Además causaron pequeños daños patrimoniales, que no llegaron a tener la 
entidad suficiente para ser objeto de reclamación judicial ni de indemnización. Lo 
peligroso y especialmente relevante de estos seísmos fue que la causa de ellos no fue 
natural por el desplazamiento común de las placas tectónicas terrestres, sino que tuvo un 
origen provocado por la actividad humana. Más tarde se demostraría la relación directa 
con la actividad del Proyecto Castor. El almacenamiento de gas natural desarrollado en 
el almacén de Amposta implicaba inyectar gas a altas presiones en una sima submarina, 
como ya se ha explicado en el presente Trabajo, a través de formaciones rocosas 
porosas. Este gas queda almacenado en esa formación rocosa, rodeada de capas 
impermeables de roca que protegen de forma natural los escapes. Pero la presión 
ejercida por la inyección del gas a través de la Plataforma de Castor fue excesiva. Esto 
provocó el desplazamiento de las capas de roca y la desestabilización de las fallas, 
induciendo la actividad sísmica. Puede pensarse el efecto de la inyección de gas como el 
proceso de hinchado de un globo. Conforme éste se va inflando, la goma que contiene el 
aire se hincha y desplaza, generando una tensión que puede provocar que estalle por la 
presión. 
 
La actividad sísmica fue causada por el Proyecto Castor. A esta conclusión llegó la 
investigación del Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente 
en los años sucesivos. Especial relevancia en este ámbito tuvo el informe técnico 
encargado por el Gobierno de España a dos prestigiosas universidades internacionales, 
que señalaron la magnitud de los terremotos y su relación de causalidad con el Proyecto. 
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Los terremotos más fuertes alcanzaron una magnitud entre 3.8 y 4.3 puntos en la escala 
Richter3. Éstos no fueron los primeros en notarse. Los que dispararon las alarmas en la 
población fueron de menor intensidad y provocaron la activación del Plan de riesgo 
sísmico en la zona por el Instituto Geológico y Minero de España y otras instituciones 
de carácter regional. 
 
El 26 de septiembre de 2013 el Ministerio de Industria ordena el cese temporal de toda 
la actividad del Proyecto Castor, iniciando las investigaciones citadas para establecer el 
impacto de las inyecciones de gas. Es entonces cuando las administraciones con 
principales atribuciones sobre el asunto inician las investigaciones sobre los terremotos, 
entre ellas, el Instituto Geológico Minero y el Instituto Geográfico Nacional. 
 
Los ciudadanos de la comarca del Bajo Maestrazgo, zona donde más se dejaron sentir  
los seísmos, iniciaron actuaciones tendentes a esclarecer las causas de la actividad 
sísmica. Especial relevancia tuvo el papel en este ámbito de la asociación 
PLATAFORMA DE LAS TERRES DEL SÉNIA, que instó una investigación a nivel 
nacional por el Defensor del Pueblo y solicitó una investigación sobre el tema a la 
Comisión Europea, a través de algunos europarlamentarios, de la cual se hablará más 
adelante. El Defensor del Pueblo a finales de 2013 archivó su investigación en curso, al 
iniciar actuaciones la Fiscalía de Castellón ante posibles delitos de prevaricación o 
medioambientales. A su vez comunicó al Síndic de Greuges y al Síndic de Cataluña (la 
oficina del defensor del pueblo a nivel regional de cada Comunidad Autónoma) el 
devenir de las investigaciones para que ellos pudieran actuar en consecuencia tras la 
investigación a instancias de la Fiscalía. El Síndic de Cataluña tuvo un papel muy 
activo, atendiendo a las reivindicaciones ciudadanas a través de estas plataformas. 
Especialmente sistematizador es el Informe sobre el Proyecto Castor que emitió en 
noviembre de 2014, resumiendo el papel de las administraciones respectivas en él y su 
propia investigación. 
 
Esta situación de paralización del Proyecto se prolongó hasta finales del año 2014, 
mientras se esclarecían los hechos. Durante este año quedó claro para el Gobierno y 
                                                     
3 De acuerdo a los datos del informe Modelación Acoplada de Flujo y Geomecánica ,y Evaluación de 
Sismicidad Inducida, en el Proyecto Castor de Almacenamiento de Gas realizado por un panel de 
expertos de la Universidad de Harvard y del Instituto Tecnológico de Massachusetts (MIT), fechado en 
abril de 2017 y encargado por el Gobierno de España para evaluar el futuro del Proyecto Castor. 
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para la empresa concesionaria que el Proyecto Castor no iba a reanudar ningún tipo de 
actividad en un futuro cercano. Aunque aún no se había determinado con claridad el 
impacto de las inyecciones de gas sobre la falla geológica de la zona, sí se comprobó 
que cualquier inyección o extracción de más gas afectaba a la estabilidad sísmica y 
estructural del almacén. Es por esto que la empresa concesionaria solicitó al Gobierno la 
extinción de la concesión durante el año 2014, a lo que el Ejecutivo accedió y formalizó 
mediante el Real Decreto-ley 13/2014, de 3 de octubre. En dicho texto se decretó la 
hibernación del Proyecto, la reversión de la propiedad en el Estado y posterior 
adjudicación a la empresa pública ENAGÁS TRANSPORTE, S.A.U. así como la 
extinción de la concesión e indemnización a ESCAL UGS, SL. El Real Decreto se 
analizará en detalle posteriormente, sobre la determinación de la responsabilidad 
patrimonial de la Administración.  
 
La situación actual del Proyecto Castor en 2018 es la descrita. Se encuentra en 
hibernación, es decir, las instalaciones son plenamente operativas, como lo eran en 
2013, cuando empezaron los terremotos, pero no pueden utilizarse. Ni para inyectar más 
gas natural para su almacenamiento, ni para extraer el que ya había, ya que afectaría a la 
integridad estructural de las instalaciones. El Estado, en la figura de la empresa pública 
ENAGÁS TRANSPORTE, S.A.U. tiene la propiedad y gestión actual del almacén. 
Simplemente se realizan labores de mantenimiento que garanticen su estabilidad y 
desmantelamiento progresivo en los años venideros. Esta situación se determinó por 
parte del Gobierno fruto de las investigaciones de las diferentes administraciones y las 
recomendaciones del ya citado informe de Harvard y el MIT. La actividad sísmica 
volvió a la normalidad de esa zona cuando se detuvieron las inyecciones de gas a 
principios del año 2014. Además, vistos los nefastos resultados del escaso análisis 
previo a la aprobación del Proyecto, se instó la aprobación de una nueva Ley de 
Evaluación Ambiental (Ley 21/2013 de Evaluación de Impacto Ambiental de 23 de 
diciembre). La tramitación parlamentaria de esta Ley incluyó enmiendas de última hora 
para establecer la obligatoriedad de estudios de peligrosidad sísmica en proyectos 
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5.  LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA: RÉGIMEN JURÍDICO 
APLICADO AL MEDIOAMBIENTE Y ENERGÍA. 
DESARROLLO JURISPRUDENCIAL DEL ÁMBITO. 
 
 
La responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas se encuentra regulada 
en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Aunque no 
existe una definición legal ni jurisprudencial, puede inferirse del articulado de la LRJSP 
una posible delimitación. La responsabilidad patrimonial de las Administraciones 
Públicas es aquélla que cubre los daños provocados por la Administración en el 
funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, generando una obligación 
de indemnizar a cualquier particular que sufra daño en sus bienes o derechos por dicha 
actividad. La LRJSP la delimita a casos de nulidad de un precepto legislativo o mala 
aplicación por parte del Estado, o interpretaciones de la Ley contrarias al Derecho de la 
Unión Europea. En el resto de casos, remite a la ley que declare la generación de un 
daño o perjuicio indemnizable su delimitación y regulación. 
 
En la actividad del Proyecto Castor se generó una responsabilidad patrimonial para el 
Estado por la renuncia a la concesión por parte de ESCAL UGS, SL. La empresa 
concesionaria renunció a la concesión en cuanto se comprobó que, a causa de los 
terremotos, el almacén de gas natural no iba a poder ser explotado de acuerdo a las 
condiciones prestablecidas. La concesionaria invirtió unas cantidades económicas en la 
construcción del almacén subterráneo de gas desde 2008, que esperaba compensar con 
el pago de peajes por parte de las distribuidoras de gas natural cada vez que se extrajese 
gas del Castor, obteniendo beneficios de participar en la construcción de la 
infraestructura. Al comprobar la inviabilidad del Proyecto, renunció a la concesión y la 
propiedad del almacén revirtió en el Estado. Es por ello por lo que se generó un 
perjuicio económico para la concesionaria, por el cual el Estado se comprometió a 
responder al adjudicar la concesión, como es normal en el otorgamiento de concesiones 
de dominio público para la construcción de infraestructuras y otras colaboraciones 
público-privadas. Las cuantías de ésta se estudiarán y delimitarán en los siguientes 
epígrafes.  
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Dicha obligación de indemnizar a ESCAL UGS, SL quedó reconocida en el Real 
Decreto-ley 13/2014. Su exposición de motivos, en la Sección IV, explica que, dado la 
excepcionalidad de la medida y buscando asegurar el pago a la empresa, la regulación 
de la indemnización debida se excluía de lo determinado en la LRJSP, la LPAP y de la 
Ley 34/1998, del Sector de Hidrocarburos, quedando fijada únicamente a los límites que 
se habían determinado en la propia concesión. Unas condiciones que perjudicaban 
claramente a la Hacienda pública, dadas las desproporcionadas cuantías de costes. El 
Gobierno pretendió la declaración de lesividad al Tribunal Supremo, que éste rechazó 
dadas las condiciones de otorgamiento de la concesión en el Real Decreto 855/2008.  
 
Tampoco la Ley 34/1998 ni el resto de ordenamiento jurídico administrativo prevén 
límites a esta responsabilidad patrimonial de la Administración en este ámbito. Es un 
sector legislativo en el que, hasta ahora, ha primado conceder libertad a las 
Administraciones, dejando en sus manos negociar condiciones beneficiosas para el 
Estado con las empresas concesionarias y garantizar el equilibrio en los gastos públicos. 
Sin embargo, esta tendencia se está revirtiendo, dados los escándalos recientes en 
concesiones como la del Proyecto Castor, o la construcción de autopistas y otras 
infraestructuras públicas. En la última reforma de la LCSP en la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, hubo un conato de regulación, pero quedó en agua de borrajas tras la 
tramitación de las enmiendas parlamentarias. El Gobierno se comprometió a limitar las 
indemnizaciones cuando se produzca una reversión de la concesión o una extinción 
indemnizada imputable a la concesionaria, al valor de mercado de las instalaciones 
construidas. Finalmente, dicha reforma de la ley quedó limitada a la transposición de 
unas directivas comunitarias que afectan a las condiciones iniciales de otorgamiento de 
las concesiones, pero no a su resolución indemnizada. Quedando, de esta manera, 
abierta la posibilidad de que escándalos similares vuelvan a producirse.  
 
Por otra parte, ESCAL UGS, SL pretendía obtener un beneficio económico de la 
explotación del almacén mediante los peajes a las empresas distribuidoras. Al no entrar 
en operación el almacén subterráneo en ningún momento, no pudo hacerlo, por lo que, 
no sólo no obtuvo beneficios, sino que no pudo cubrir sus costes de la construcción del 
almacén. Es la primera vez que se construye un almacén subterráneo de gas natural en 
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estas condiciones. Como ya se explicó en epígrafes anteriores, los otros almacenes 
operativos en España (Serablo, Gaviota y Yela) fueron construidos y se encuentran 
operados por la empresa pública ENAGÁS TRANSPORTE, SAU. Dicha construcción 
se llevó a cabo con recursos propios de la empresa pública, sin la intervención de otras 
empresas, ni mediante la concesión de dominio público a empresas privadas para su 
explotación. Dicha explotación en estos almacenes se ha demostrado rentable y 
beneficiosa para el sistema gasístico español. Ésta es una de las razones por las que la 
construcción de Castor se llevó a cabo ofreciéndose a la iniciativa privada, intentando 
evitar movilizar más recursos públicos y abrir una posibilidad de beneficio a grandes 
empresas privadas.   
 
6. EXTINCIÓN DE LA CONCESIÓN ADMINISTRATIVA: 
INDEMNIZACIONES PÚBLICAS A LAS EMPRESAS 
CONCESIONARIAS. 
 
6.1 CONDICIONES ECONÓMICAS FIJADAS EN EL REAL 
DECRETO 855/2008 (ART. 14, EXTINCIÓN DE LA CONCESIÓN, 
DOLO O NEGLIGENCIA) 
 
Las consecuencias económicas para la Hacienda pública de la hibernación del Proyecto 
Castor han sido de gran calado. La factura asciende a miles de millones de euros. Baste 
señalar en este sentido que, durante el año 2014, se buscó activamente por el Gobierno 
la forma de no reflejar las pérdidas que el Estado debía asumir por el fallido Proyecto en 
el déficit público, sino a través de otro sistema. Un método que se encontró a través de 
la asunción de los costes por el sistema gasista, que garantizó el respaldo público al 
pago de las indemnizaciones a la empresa concesionaria, sin disparar el déficit público, 
que en aquel momento se encontraba estrechamente vigilado por las autoridades de la 
Unión Europea. Los costes del Proyecto Castor representaron para el Estado un 0,13% 
del PIB del año 2014, según datos del Instituto Nacional de Estadística. Puede parecer 
poco significativo, pero entonces pudo representar una desviación sensible en las 
cuentas públicas para Bruselas y consecuencias fatales para España a nivel de deuda 
pública. En el presente epígrafe se sistematizará la información al respecto, de la 
manera más clarificadora posible y con los datos disponibles, dado el grado de 
transparencia por parte de la Administración al respecto. 
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En 2014, como se ha descrito anteriormente, se comprobó la inviabilidad a corto plazo 
del Proyecto y la necesidad de paralizar su actividad de forma indefinida. Más tarde se 
determinó la necesidad de hibernación y progresivo desmantelamiento ante la 
peligrosidad de nuevas inyecciones de gas natural que desequilibrasen las fallas 
geológicas y pudiesen provocar nuevos terremotos. De esta manera, se paralizó el 
Proyecto, después de una gran obra de ingeniería y construcción realizada por parte de 
la empresa concesionaria, ESCAL UGS, SL. Esta empresa pretendía rentabilizar dicha 
inversión mediante el cobro de peajes a las empresas distribuidoras de gas natural cada 
vez que entrase y saliese gas del almacén a través de los gaseoductos para volcarse en la 
red de distribución de España y comercializarse para su consumo. El almacén nunca 
llegó a estar en funcionamiento operativo rentable, y su propiedad revertió en el Estado, 
por lo que la concesionaria ejerció su facultad de exigir a la Administración pública que 
asumiese los costes del Proyecto. Esta facultad se encuentra reconocida en el Real 
Decreto 855/2008 de concesión de explotación del almacén de Amposta a favor de 
ESCAL UGS, SL.  
 
Dicho Real Decreto (adjunto como anexo al presente Trabajo de Fin de Grado) ordena, 
en su artículo 14 el régimen de extinción de la concesión del Proyecto Castor. 
Concretamente define como causa de extinción la  “renuncia total o parcialmente del 
titular, una vez cumplidas las condiciones en que fueron otorgados”, recogida en el art. 
34 de la Ley del Sector de Hidrocarburos. Dichas condiciones de otorgamiento fueron 
cumplidas por la concesionaria desde 2008 sin problemas en los regímenes establecidos 
de obligaciones de inspección e información, régimen económico, etc. Es por ello que 
se encontraba en su derecho en 2013 de solicitar la renuncia total.  
 
El art. 14 del Real Decreto reconoce para la extinción de la concesión una 
indemnización para ESCAL UGS, SL consistente en: “el valor neto contable de las 
instalaciones afectas al almacenamiento subterráneo siempre que éstas continúen 
operativas.” En 2014 no existían garantías de que no se pudiera continuar de forma 
operativa con el Proyecto en el futuro. Es por ello que procedió el reconocimiento de 
esta indemnización. El Estado estaba obligado al pago del Valor Neto Contable de las 
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instalaciones, reconocido en la contabilidad de la empresa concesionaria o, en caso de 
dolo o negligencia por parte de ésta, como mínimo al valor residual del almacén.4 
 
Estas condiciones, muy favorables para la concesionaria, fueron ampliamente criticadas 
cuando se hibernó el Proyecto. Es probable que fuesen fruto de la negociación del 
Gobierno en el momento de otorgamiento de la concesión. Este artículo del RD 
855/2008 fue objeto de recurso ante el Tribunal Supremo por el Gobierno en 2012, ante 
la inminencia del pago de la indemnización, para mitigar las pérdidas que el Estado 
debía asumir. La Sala de lo contencioso del TS falló en su Sentencia 4911/2013 de 14 
de octubre en contra del recurso, confirmando las condiciones de la concesión por no 
existir argumentos jurídicos para determinar la anulabilidad de la cláusula. Es de interés 
destacar que años después, cuando se comprobó que el Proyecto Castor nunca será 
viable a medio o largo plazo, los antiguos cargos más altos titulares del Gobierno en la 
fecha de aprobación de la concesión pidieron disculpas por los errores cometidos en la 
tramitación reglamentaria del Proyecto y su impacto en las cuentas públicas en el 
presente. 
 
6.2  RÉGIMEN DE INDEMNIZACIÓN FINAL (REAL DECRETO 
13/2014). 
 
El principal instrumento jurídico para articular el pago de esta indemnización a la 
concesionaria fue el Real Decreto Ley 13/2014, de 3 de octubre, por el que se adoptan 
medidas urgentes en relación con el sistema gasista.   
 
Dicho Real Decreto, hizo oficial la renuncia a la concesión de explotación de Castor por parte 
de ESCAL UGS, SL por las causas ya anteriormente explicadas. Esto provocó la 
extinción de la concesión de dominio público y revirtió la propiedad de las instalaciones 
en el Estado. Las instalaciones del Proyecto Castor necesitan de un mantenimiento 
integral y continuo hasta su desmantelamiento, no pueden dejarse al abandono. Es por 
esto que el RD 13/2014 asignó la administración de las instalaciones a la sociedad 
ENAGÁS TRANSPORTE, SAU. Esta sociedad es una empresa pública, responsable de 
la gestión de la red de distribución de gas natural de España. Como tal, es titular de la 
                                                     
4 Art. 14 in fine RD 855/2008: “Lo anterior no será de aplicación en caso de dolo o negligencia 
imputable a la empresa concesionaria, en cuyo caso la compensación se limitará al valor residual de 
las instalaciones, sin perjuicio de otras responsabilidades de la empresa concesionaria.” 
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administración, desde su creación, del resto de almacenes subterráneos de gas natural en 
territorio nacional (Gaviota, Serablo y Yela). A partir de esta asignación se convirtió en 
la administradora del Proyecto Castor y titular de todos los derechos y obligaciones 
asociados al mismo. En especial, garante de la responsabilidad patrimonial del Estado 
derivada de las indemnizaciones debidas a la empresa concesionaria, y la obtención de 
financiación necesaria para su pago. 
 
 
La cuantía de la indemnización a ESCAL UGS, SL ascendió a 1.350.729.000 €. Más de 
mil millones de euros5, equivalente, como ya se mencionó anteriormente, al 0,13% del 
PIB español del año 2014. Esta cuantía resultó del cálculo por el Ministerio de Industria 
del valor neto contable de las instalaciones del Proyecto Castor. No existe justificación 
del cálculo de los costes en el Real Decreto, más allá de una remisión a la Orden 
ITC/3995/2006, de 29 de diciembre, que establece las bases generales para el cálculo de 
costes. El Gobierno no está obligado por ley a proporcionar ninguna, siempre que exista 
respaldo legislativo a la ejecución. Esa aprobación de los textos legislativos necesarios 
para la hibernación del Proyecto no resultó un problema para el Gobierno, ya que su 
grupo político gozaba de mayoría absoluta en ambas cámaras de representación. 
Tampoco proporcionó ninguna explicación en sede parlamentaria durante los trámites 
de aprobación del RDL, ni posteriormente cuando fue requerido por los grupos políticos 
de la oposición, tanto en el Congreso de los Diputados como en el Senado. El Gobierno 
intentó, como ya se ha mencionado, mitigar el impacto de estos costes mediante la 
declaración de lesividad para el patrimonio público de la cláusula de indemnización del 
RD 855/2008, pero el Tribunal Supremo falló en contra, por no encontrar argumentos 
jurídicos suficientes. Agotada esta vía, tampoco tuvo posibilidad de declarar dolo o 
negligencia de la concesionaria, al no existir causas de acuerdo a la legislación vigente 
en el momento de otorgamiento de la concesión.  
 
La indemnización fijada debía pagarse en el plazo de 35 días hábiles desde la entrada en 
vigor del RDL. El motivo de esta rapidez en la tramitación es que ESCAL UGS, SL 
financió parte de la construcción de las instalaciones de Castor con préstamos que debía 
                                                     
5 Art. 4 RDL 13/2014: “1.350.729 miles de euros (un millón trescientos cincuenta mil setecientos 
veintinueve miles de euros)”. 
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devolver, gestionados de forma centralizada por la sociedad holding ACS SA, una de 
las empresas más fuertes del IBEX-35 y matriz de la concesionaria. Una de estas vías de 
financiación de los casi 1400 millones de euros de costes para la empresa fue una línea 
de crédito del Banco Europeo de Inversiones de unos 200 millones de euros y compra 
de bonos de deuda corporativa del BEI por valor de 300 millones de euros. Esta 
operación se realizó con la mediación del Gobierno de España para hacer más atractiva 
la operación  a la concesionaria y a los futuros inversores. Pero el BEI exige atender los 
pagos de forma estricta a sus plazos. Un retraso en este pago por la concesionaria habría 
condicionado el éxito de futuras inversiones en España por el BEI y otras instituciones 
públicas financieras internacionales. Es por esto que el Gobierno realizó la orden de 
pago en tan corto plazo. 
 
Por último, el RDL 13/2014 estableció el sistema de financiación para el pago de la 
indemnización. Al asignar esta responsabilidad a la empresa pública ENAGÁS 
TRANSPORTE, SAU se le hizo titular de un derecho de cobro para atender al pago de 
la indemnización con cargo al sistema gasista. Esto significa que la empresa pública 
tendrá una financiación mediante un recargo a la factura del gas de todos los 
consumidores, similar al canon de las energías renovables en la factura de la 
electricidad. Hay que recordar que ambos sistemas tienen precios regulados y 
determinados por el Gobierno anualmente. ENAGÁS TRANSPORTE, SAU a su vez, 
ha cedido esos derechos de cobro a varias entidades financieras españolas, que ahora 
son titulares de éstos. Los bancos se hicieron cargo del pago inmediato de la 
indemnización a la concesionaria, a cambio de obtener la titularidad de estos derechos 
de cobro. De estos 1.350 millones de euros de deuda titulizada por Enagás, Santander 
asumió 700 millones, CaixaBank un total de 450 millones y Bankia los 200 millones 
restantes. La Organización de Consumidores y Usuarios de España (OCU) ha estimado 
que el pago de esta indemnización a la concesionaria se prolongará en la factura del gas 
durante 30 años, teniendo en cuenta los intereses a pagar a las entidades financieras 
mencionadas. El propio RDL 13/2014 establece las bases de cobro y el cálculo del 
tramo de indemnización anual en su artículo 5.2 mediante una fórmula matemática que 
determina el devengo de los intereses para la concesionaria (en este caso, que devengará 
para los bancos). 
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El importe total de la inversión realizada por ESCAL UGS fue de 1.461.420.000 €, 
importe al que habría que descontar la retribución provisional ya abonada de 
110.691.360 €6, de acuerdo al RDL. Con ello, el importe que se reconocía a ESCAL 
UGS, S.L. ascendió a 1.350.729.000 €. Ello, sin perjuicio de los costes de 
mantenimiento y operativa desde la paralización del Proyecto hasta la aprobación del 
RDL. Esta cláusula supuso el reconocimiento de unos 300 millones de euros adicionales 
de indemnización, en concepto de “derechos retributivos” determinados en una Orden 
ejecutiva del Ministerio de Industria en noviembre de 2015, de forma oculta para que no 
trascendiese, a un mes de la celebración de las elecciones generales de 2016.7  
 
Esta cuantía excedía del límite impuesto en el Real Decreto 1383/2011, de 16 de mayo 
que modificó el RD 855/2008 de otorgamiento de la concesión. Esta modificación 
consistió en establecer un tope a la inversión de ESCAL UGS, SL. La inversión máxima 
retribuible se limitó a 1.272.000.000 €, sobre los mil millones de euros. A esta cuantía 
podría añadírsele en el futuro unos gastos financieros activables y gastos adicionales por 
inyección del gas colchón en el almacén. Estos últimos significaron el aumento de la 
indemnización a las concesionarias por la extinción de la concesión hasta los 
1.350.729.000 € finalmente reconocidos.  
 
Un total, definitivamente, de más de 1.650 millones de euros de indemnización final en 
una operación de infraestructura energética que nunca ha estado realmente operativa y 
que habrá que desmantelar en años venideros para evitar el riesgo sísmico en la zona. 
Además de los intereses que devengarán en el futuro para el pago a las entidades 
financieras que asumieron los costes. La cuantías del RDL 13/2014 fueron objeto de 
recurso y declaración de nulidad por parte del Tribunal Constitucional en 2017, como se 




                                                     
6 RD 13/2014, Exposición de motivos nº3 
7 No se ha podido encontrar la Orden ejecutiva del Ministerio de Industria mencionada. La información y 
cifras se han extraídos de Lamelas López, M. (2016). El periodista, a su vez, cita como fuente la 
publicación de las cuentas anuales de DUNDEE ENERGY LIMITED PARTNERSHIP, el socio de ACS 
SA en ESCAL UGS. 
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7. JUDIALIZACIÓN DE LA CONCESIÓN: RECURSOS 
ADMINISTRATIVOS SOBRE LA CONCESIÓN, 
IMPUGNACIÓN DE LAS DIVERSAS ENTIDADES Y LA VÍA 
JUDICIAL PENDIENTE SOBRE LAS INDEMNIZACIONES 
PÚBLICAS 
 
La concesión de dominio público del Proyecto Castor, su actividad, paralización y 
posterior hibernación, y las indemnizaciones para la empresa concesionaria 
subsiguientes, al revertir la propiedad de las instalaciones en el Estado, han sido objeto 
de numerosos recursos administrativos, incapaces de resolver los problemas causados, 
hasta alcanzar los tribunales de justicia. Las principales controversias creadas a lo largo 
de los años, desde el otorgamiento de la concesión en 2008 han sido las que se detallan 
en los siguientes epígrafes. 
 
7.1 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
El 30 de diciembre de 2014, se presentaron 2 recursos ante el Tribunal Constitucional 
impugnando las condiciones de indemnización a ESCAL UGS, SL por el 
desmantelamiento del Proyecto Castor, fijadas en el RDL 13/2014. Fueron presentados, 
respectivamente, por el Letrado del Parlamento de Cataluña, obrando en representación 
de la Asamblea autonómica, por la Abogada de la Generalidad de Cataluña, en 
representación del Consejo autonómico. Unos días más tarde, el 2 de enero de 2015, se 
presentó un tercer recurso por parte del Grupo parlamentario socialista en el Congreso 
de los Diputados. Los tres recursos pretendían la declaración de inconstitucionalidad y 
nulidad subsiguiente de varios de los artículos del RDL 13/2014, reclamándola en base 
a la invasión de competencias autonómicas por parte del Gobierno del Estado, la 
infracción de los límites que la Constitución impone al objeto de los decretos y las leyes 
ordinarias. 
 
El Tribunal Constitucional falló a favor de los recursos el 21 de diciembre de 2017. 
Estimó parcialmente las pretensiones de las partes, declarando inconstitucionales y 
nulos los artículos 4 a 6, así como el artículo 2.2, la disposición adicional primera y la 
disposición transitoria primera del citado Real Decreto Ley. Estos artículos son los que 
fijaban el pago de la indemnización a la empresa concesionaria, de más de 1.350 
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millones de euros. El Tribunal declaró la nulidad por exceder las materias objeto de 
regulación permitida en los Reales Decretos. No anuló el resto de artículos del RDL 
13/2014 porque el resto regulaban la hibernación de las instalaciones, que debía hacerse 
con rapidez para evitar nuevos terremotos en la zona. Se permitió su regulación por 
Real Decreto dado el carácter de urgencia de esas medidas. Sin embargo, no existía, en 
palabras de la STC 152/2017, de 21 de diciembre, dicho carácter de urgencia en la 
fijación de la indemnización. Por lo que se han declarado nulos estos preceptos. 
 
Es de interés recordar que la indemnización ya había sido pagada a ESCAL UGS, SL. 
El RDL 13/2014 estableció el pago de la indemnización a 30 días desde la publicación 
del Decreto. Como ya se comentó en anteriores epígrafes, el Gobierno lo hizo para 
evitar la quiebra de la empresa por los impagos de las deudas que había tenido que 
afrontar para la construcción de las instalaciones del Proyecto Castor. Entre esas deudas 
de la empresa concesionaria a numerosos bonistas, se encontraban créditos con el Banco 
Europeo de Inversiones y otras instituciones financieras internacionales, cuyo impago 
habría comprometido futuras inversiones en España. Ésa fue la razón de la celeridad en 
el pago de la indemnización a la concesionaria. El pago por parte del Estado se realizó 
cediendo los derechos de cobro al sistema gasista por parte de ENAGÁS 
TRANSPORTE, SAU a varios bancos, que hicieron frente al pago, liberando a la 
Administración de la obligación de pago. Por lo tanto, a fecha de publicación de la 
sentencia del Constitucional, la empresa concesionaria ya había visto satisfecha su 
indemnización y las instituciones financieras mencionadas eran titulares de unos 
derechos de cobro anuales con cargo al sistema gasista, que los usuarios de la red 
afrontaban con el pago de factura de gas y cuyo responsable subsidiario era el Estado.  
 
La STC 152/2017 declaró nula la regulación del Gobierno en el Real Decreto Ley, por 
lo que los bancos ya no son titulares de dichos derechos de cobro. Estas entidades 
financieras interpusieron, a comienzos de 2018, una reclamación de responsabilidad 
ante el Ministerio de Energía por “enriquecimiento injusto del Estado". Actualmente se 
encuentran en negociaciones con el Gobierno para organizar un medio de pago de los 
derechos de cobro que les permita cobrar el equivalente a la indemnización, con cargo a 
la Hacienda del Estado o al sistema gasista. En declaraciones recientes del Gobierno se 
admite que la litigiosidad sobre el pago de la indemnización continuará, aunque jugará 
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un papel importante en la decisión la Comisión Nacional de Mercados y de la 
Competencia, como gestor del sistema de liquidación de gas, y probablemente asumirá 
la regulación del pago de las indemnizaciones. 
 
7.2 TRIBUNAL SUPREMO 
 
El Alto tribunal conoció de dos causas relacionadas con la gestión administrativa del 
Proyecto Castor: 
 
• En primer lugar, ya se ha mencionado anteriormente en el presente Trabajo el 
intento del Gobierno de declarar lesiva la cláusula de indemnización vigente en 
la concesión de Castor. En 2012 se intentó, con el cambio de Gobierno, un 
recurso frente al Tribunal Supremo para impugnar la regulación del Real 
Decreto 855/2008 del pago de la indemnización a ESCAL, UGS en caso de 
renuncia a la concesión. Ésta estaba contenida en el artículo 14 del RD 
855/2008, la ya conocida cláusula de indemnización incluso en caso de “dolo o 
negligencia imputable a la empresa concesionaria”. El Gobierno, para intentar 
mitigar los efectos económicos del pago de la indemnización, recurrió dicho 
artículo por encontrarlo contrario a la ley, en concreto, al art. 29.1 de la Ley 
34/1998 del Sector de Hidrocarburos. La Ley 34/1998 determina que la 
reversión de la propiedad de instalaciones como pozos petrolíferos o 
instalaciones gasistas debe hacerse de forma gratuita para el Estado en caso de 
extinción o anulación de la concesión de explotación. El Tribunal Supremo 
rechazó estos argumentos, desestimando el recurso, argumentando que el art. 
29.1 de la Ley del Sector de Hidrocarburos no debe interpretarse “de forma 
absoluta”. Dicha interpretación debe hacerse de forma amplia, permitiendo que 
en cada concesión de explotación se determine la indemnización pertinente en 
ausencia de dolo o negligencia. De estimar el recurso, se habría producido un 
enriquecimiento injusto por parte del Estado, al asumir la concesionaria todos 
los costes de construcción del Castor. Por eso, la Sentencia 4911/2013, de 14 de 
octubre de 2013 desestimó dicho recurso de forma plena y declaró de acuerdo a 
derecho las bases de la indemnización del Proyecto Castor. 
 
• La Generalidad de Cataluña ha recurrido también ante el Tribunal Supremo el 
aumento de la indemnización por parte del Gobierno en la Orden ejecutiva del 
Ministerio de Industria a finales de 2015 de la indemnización de Castor. Este 
aumento de la indemnización, como ya se ha mencionado en anteriores 
epígrafes, se realizó de forma oculta, sin poder acceder a la Orden del Ministerio 
de Industria, y sólo ha trascendido por la publicación de las cuentas anuales de 
los socios partícipes en la concesionaria ESCAL UGS. Actualmente se 
encuentra en proceso de tramitación judicial. 
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7.3 INSTITUCIONES EUROPEAS 
 
El fallo del Tribunal Supremo en la STS 4911/2013 declaró válida jurídicamente la 
cláusula de indemnización a las empresas concesionarias del Proyecto Castor. Pero, 
entre otras condiciones, obligó al Gobierno a comunicar parte de dicho pago a la 
Comisión Europea cuando se produjese. En 2014 se instó por el Síndic de Cataluña y la 
Defensora del Pueblo europeo una investigación por parte de la Comisión Europea 
sobre las indemnizaciones del Proyecto. La vía para realizar estas investigaciones fue la 
posible existencia de ayudas económicas de Estado ilegales a empresas privadas, lo que 
iría en contra de los Tratados Fundacionales de la Unión Europea.  
 
En 2016 la Comisión llevó a cabo un requerimiento de información al Gobierno español 
sobre el Proyecto, como paso previo al inicio de una investigación. También en 2016, 
ante la lenta reacción por parte de la Comisión, la Plataforma Ciutadana en Defensa de 
les Terres del Sénia (PCDTS) llevó a la Comisión de Peticiones del Parlamento Europeo 
un nuevo requerimiento de investigación por parte de la Comisión Europea. 
 
El expediente en la Comisión Europea se encuentra paralizado desde entonces. 
  
 
7.4 JUZGADO DE VINARÓS: INSTRUCCIÓN 
 
La Fiscalía General de Castellón se querelló, a principios de 2015 frente a los 
responsables de la tramitación del Proyecto Castor y a la concesionaria, ESCAL, UGS 
por delitos de prevaricación medioambiental y contra el medio ambiente. Lo hizo frente 
al juzgado decano de Vinaroz (Castellón), que adjudicó por turno la causa al Juzgado de 
Primera Instancia e Instrucción número 4 de Vinaroz. El juzgado, que estaba integrado 
por un juez sustituto en momento de conocer de la causa e iniciar las actuaciones, ha 
llevado a cabo desde inicios de 2015 la fase de instrucción. Como parte de la 
investigación se ordenó a la Guardia Civil que se personase en las instalaciones en alta 
mar de Castor para comprobar que la actividad del yacimiento subterráneo se había 
paralizado. Esto se hizo ante la sospecha de que la concesionaria continuó con las 
inyecciones de gas natural después de los primeros seísmos, hasta que comprobó el 
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incremento en cantidad e intensidad de los terremotos, pudiendo agravar la actividad 
sísmica. 
 
La fiscalía ve indicios de delito en la Declaración de impacto ambiental del Proyecto 
Castor, publicada en el BOE nº272, de 11 de noviembre de 2009, necesaria para poder 
iniciar la actividad del Proyecto Castor. La causa tiene 18 investigados por estos delitos, 
entre ellos miembros de la Administración (técnicos del Ministerio de Medio Ambiente 
y del Ministerio de Industria que formaron parte de la tramitación de la Declaración de 
Impacto Ambiental del Proyecto, el subdirector general de Evaluación de Impacto 
ambiental del Ministerio y responsables del Instituto Geológico y Minero) y miembros 
de la empresa concesionaria (el presidente de su Consejo de Administración, su 
vicepresidente y director general) pero ningún cargo político. En concreto, no se 
encuentra imputada la Secretaria de Estado de Cambio Climático que avaló la DIA, 
actual Ministra de Transición Energética.  
 
Todos los investigados han declarado ya ante el juez. La causa fue declarada de gran 
complejidad y su instrucción fue ampliada. En la actualidad, aún no ha finalizado dicha 
primera fase procesal. Dicha actividad judicial ha influido en la Administración, ya que 
los técnicos del Ministerio de Medio Ambiente han extremado las cautelas a la hora de 
firmar Declaraciones de Impacto Ambiental ante el riesgo de verse involucrados en una 
causa similar a la de Castor, provocando retrasos en ejecuciones de obra pública de 
importancia estratégica para España en los últimos años.  
 
 
7.5 ARBITRAJE INTERNACIONAL 
 
ACS, SA fue demandada en 2015 ante la Cámara Internacional de Comercio de París 
por su socio canadiense DUNDEE ENERGY LIMITED PARTNERSHIP en ESCAL, 
UGS por el impago de la parte correspondiente a la indemnización de la que se 
benefició la Unión Temporal de Empresas por la retirada de la concesión del Proyecto 
Castor. El litigio fue sometido a arbitraje internacional. El conflicto se inició entre las 
dos empresas por la gestión del último tramo de indemnización aprobado por el 
Ministerio de Industria. La Cámara internacional falló en marzo de 2017 a favor de 
ACS, SA, desestimando la demanda. 
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7.6 AUDIENCIA NACIONAL 
 
En febrero de 2018 se presentó una querella criminal frente a la Audiencia Nacional por 
los delitos de prevaricación, malversación de caudales públicos y fraude a la 
Administración Pública contra los exministros y empresarios que impulsaron en fase 
inicial el Proyecto Castor. La querella fue presentada por la Red del Observatorio de la 
Deuda en la Globalización, un observatorio privado de investigación con forma jurídica 
de asociación internacional, que ejerce la acusación popular contra los querellados. Se 
interpuso ante la Audiencia Nacional por ser ésta el Tribunal que debe conocer de casos 
de fraude que puedan producir graves repercusiones en la seguridad del tráfico 
mercantil, la economía nacional o perjuicio patrimonial general. Dicha querella tiene 

























Tras el análisis pormenorizado de la actividad de la Administración pública en el Proyecto 
Castor pueden extraerse una serie de conclusiones: 
 
A la vista de los últimos informes y el peligro sismológico que genera la inyección de gas 
natural en el entorno de Castor, la actividad del almacén ha quedado paralizada de forma 
indefinida, sin poder ser desmantelado precisamente por los riesgos mencionados. Esta 
infraestructura fue proyectada como una clave en sistema energético español, para 
finalmente convertirse, en palabras del Ministro de Energía del último Gobierno de España 
en un “proyecto faraónico sin sentido”. El Proyecto no era viable desde un comienzo, y no 
podría haberse llevado a cabo de ninguna manera, sin provocar más terremotos, con riesgo 
para la población del Levante español. Dicha conclusión se extrae tras la investigación del 
Proyecto por expertos internacionales, que insisten en que esta contingencia no era 
previsible con las técnicas existentes en los años del otorgamiento de la concesión. Lo cierto 
es que, aún pudiendo ser esto último cierto, se actuó de forma negligente a la hora de 
investigar el impacto ambiental del Proyecto. Tal fue la negligencia y el trato de favor a la 
concesionaria, que el Gobierno cambió con posterioridad la ley para obligar a investigar en 
el futuro de forma incondicional el impacto sismológico de estas infraestructuras. 
 
Las consecuencias económicas para la Administración han sido nefastas, principalmente, 
aunque no se ésta la única razón, por las condiciones de otorgamiento de la concesión 
originales. Se buscó impulsar el Proyecto a toda costa, ofreciendo condiciones a la 
concesionaria que no responden a una realidad de mercado, siendo asumidos por completo 
los riesgos empresariales inherentes a la actividad de una empresa constructora por el 
Estado. Conducta muy habitual, por otra parte, muy habitual en España en los últimos años 
en la colaboración público-privada con grandes empresas (léase bancos, constructoras de 
autopistas o gran obra pública). Es preciso reformar las condiciones legales para evitar que 
vuelvan a verse situaciones similares que graven tan pesadamente las cuentas públicas y 
protejan al consumidor frente a abusos similares. La reforma de las condiciones de 
licitación y otorgamiento de concesiones públicas, la obligación de investigación ambiental 
por parte de las empresas, o el rescate siempre por ley a valor de mercado de las 
infraestructuras construidas, podrían ser algunas soluciones futuras.  
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9. ANEXOS Y CRONOGRAFÍA 
 
9.1 REAL DECRETO 855/2008, DE 16 DE MAYO, 
OTORGAMIENTO DE LA CONCESIÓN 
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9.2 REAL DECRETO-LEY 13/20014, DE 3 DE OCTUBRE, 
PARALIZACIÓN PROYECTO E INDEMNIZACIÓN 
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6 de septiembre de 1996. El Ministerio de Industria y Energía, a través del Real Decreto 
2056/1996, otorga el “permiso de investigación de hidrocarburos” denominado “Castor” a la 
sociedad ESPAÑA CANADÁ RESOURCES, INC al ser la única solicitante. 
 
17 de diciembre de 2003. El Ministerio de Economía, a través de la Orden ECO/3805/2003, 
autoriza “la cesión del permiso de investigación de hidrocarburos” “Castor” de ESPAÑA 
CANADÁ RESOURCES, INC, sucursal en España a favor de ESCAL, UGS. 
 
9 de febrero de 2004. ESCAL, UGS remite a la Dirección General de Calidad y Evaluación 
Ambiental, perteneciente al Ministerio de Medio Ambiente, el Documento de Análisis 
Ambiental del Proyecto “Sondeo Castor 2004”, con el objetivo de determinar si es necesario 
someter el mismo a una evaluación de impacto ambiental. 
 
4 de noviembre de 2004. La Secretaría General para la Prevención de la Contaminación y del 
Cambio Climático resuelve, a instancias del informa emitido por la Dirección General de 
Calidad y Evaluación Ambiental, que “no es necesario someter al procedimiento de evaluación 
de impacto ambiental el proyecto “Sondeo Castor 2004””. 
 
26 de octubre de 2005. El Observatorio del Ebro, en colaboración con el CSIC y la 
Universidad Ramón Llull, presenta ante la Dirección General de Calidad y Evaluación 
Ambiental unas alegaciones en las que alerta del riesgo sísmico del proyecto, tal y como reza en 
al Resolución de 23 de octubre, de la Secretaría de Estado de Cambio Climático.  
 
16 de mayo de 2008. El Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, a través del Real Decreto 
855/2008, otorga a ESCAL UGS la concesión de explotación del campo Castor como 
almacenamiento subterráneo de gas.  
 
Octubre de 2009. Comienzo de la construcción de la Plataforma de Pozos. 
 
7 de octubre de 2011. El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio aprueba el Real Decreto 
1383/2011, que modifica el Real Decreto 855/2008, de 16 de mayo. En él se incluye un nuevo 
                                                     
8 Cronografía resumida extraída de Díaz Ubieta, I. (2017) TFM: Proyecto Castor: Cronología y análisis 
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artículo que limita la inversión máxima retribuible a “1.272.900.000 €” descontando el gas 
colchón y gastos financieros activables, aunque posteriormente especifica que “este importe 
podrá actualizarse según se establezca en la legislación vigente en cada momento en relación 
con el régimen retributivo de los almacenamientos subterráneos incluidos en la red básica”. 
 
10 de julio de 2012. El abogado del Estado presenta un recurso contencioso administrativo en 
el que solicita la anulación de la cláusula que obliga a indemnizar a ESCAL UGS por la 
extinción de la concesión, incluso en caso de dolo o negligencia – presente en el artículo 14 del 
Real Decreto 855/2008, de 16 de mayo -, por considerarla “abusiva y contraria al interés 
general”. 
 
15 de abril de 2013. La Audiencia Nacional dictamina, ante el recurso contencioso 
administrativo interpuesto en 2010 por la entidad RÍO CENIA SA contra la Administración 
General del Estado, ENAGÁS TRANSPORTE, SAU y ESCAL UGS, que era necesario someter 
a una evaluación de impacto ambiental el gaseoducto que conecta el sistema gasista y el 
almacén, cosa que no se hizo debido a lo establecido en la Resolución, de 23 de octubre de 
2009, de la Secretaría de Estado de Cambio Climático. 
 
14 de junio de 2013. Comienzo de la primera fase de inyección de gas colchón. 
 
2 de septiembre de 2013. Comienzo de la tercera fase de inyección de gas, que sería, a la 
postre, la causante de la sismicidad.  
 
5 de septiembre de 2013. Primer temblor registrado. A raíz del mismo, el Instituto Geográfico 
Nacional determina realizar un seguimiento especial. 
 
26 de septiembre de 2013. El Gobierno, mediante resolución de Dirección General de Política 
Energética y Minas, ordena el cese de toda actividad y encarga sendos informes al Instituto 
Geográfico Nacional y al Instituto Geológico y Minero. 
 
1 de octubre de 2013. Se registra el terremoto más fuerte de la serie, de magnitud 4,2 e 
intensidad III, la mayor en la zona desde que hay registros. 
 
3 de octubre de 2013. La Fiscalía de Castellón abre una investigación a raíz de la serie de 
terremotos. 
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14 de octubre de 2013. El Tribunal Supremo desestima el recurso presentado por la Abogacía 
del Estado en el que pide anular la cláusula por la cual se le obliga a indemnizar a ESCAL UGS 
en caso de extinción de la concesión con el valor residual de las instalaciones cuando exista dolo 
o negligencia.  
 
9 de diciembre de 2013. Se aprueba la nueva Ley de Evaluación Ambiental, en la que se 
incluye a última hora y por dos enmiendas del partido del Gobierno la obligación de incluir 
estudios de peligrosidad sísmica en los estudios de impacto ambiental.  
 
18 de julio de 2014. ESCAL UGS presenta un escrito en el registro del Ministerio de Industria, 
Energía y Turismo en el que comunica su decisión de renunciar a la concesión. 
 
3 de octubre de 2014. La Jefatura del Estado aprueba el Real Decreto Ley 13/2014 por el cual 
el Gobierno, ante la “compleja situación técnica existente en la instalación, especialmente tras la 
renuncia a la concesión presentado por su titular”, acuerda hibernar las instalaciones, asignar su 
administración a ENAGÁS TRANSPORTE, SAU e indemnizar a ESCAL UGS por el “valor 
neto de la inversión”: 1.350 millones de euros.  
 
11 de noviembre de 2014. ESCAL UGS recibe los 1.350 millones de euros que estipula el Real 
Decreto Ley 13/2014, de 3 de octubre. 
 
17 de noviembre de 2015. El Gobierno reconoce a ESCAL UGS un importe total de 295,60 
millones de euros, correspondiente a 253,3 millones de euros, en concepto de retribución 
adicional, y otros 42,30 millones de euros, en concepto de gastos de operación y mantenimiento, 
respecto del período 5 de julio de 2012, en que se emite el acta de puesta en funcionamiento, - 4 
de octubre de 2014, en que se hibernan las instalaciones.  
 
1 de enero de 2016. Empieza a cargarse en la factura del gas la parte correspondiente a la 
indemnización del Castor, que será devuelta a ENAGÁS TRANSPORTE, SAU mediante este 
procedimiento durante 30 años, persista o no la hibernación.  
 
3 de mayo de 2017. El Gobierno publica el informe del MIT y Harvard y comunica su decisión 
de hibernar el almacén definitivamente.  
 
21 de diciembre de 2017. El Tribunal Constitucional emite sentencia anulando los artículos del 
RDL 13/2014 sobre la indemnización de Castor, declarándolos nulos. 





• ACS SA: empresa constructora española, una de las más importantes del índice 
IBEX-35 de las compañías cotizadas en bolsa. 
• DUNDEE ENERGY LIMITED PARTNERSHIP: empresa de capital 
canadiense, socia de ACS SA en el Proyecto Castor. 
• ENAGÁS TRANSPORTE, SAU: empresa pública española, encargada de la 
gestión de la red de distribución de gas natural de España y la gestión de la 
mayoría de almacenes subterráneos de gas en territorio nacional. 
• ESCAL UGS: Empresa concesionaria del Proyecto Castor. Sociedad de capital 
formada por ACS SA, socio mayoritario, y DUNDEE ENERGY LIMITED 
PARTNERSHIP, socio minoritario, con un tercio de las acciones.  
• LCSP: Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público.  
• LPAP: Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones 
públicas. 
• LRJSP: Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 
• MIT: Siglas del Instituto Tecnológico de Massachusetts (Massachusetts Institute 
of Technology). Una de las instituciones de enseñanza universitaria e 
investigación más importantes del mundo, localizada en EEUU y responsable de 
la redacción del informe para el Gobierno de España de 2016 sobre el Proyecto 
Castor. 
• RD 855/2008: Real Decreto 855/2008 de 16 de mayo, por el que se otorga a 
ESCAL UGS la concesión de explotación para el almacenamiento subterráneo 
de gas natural denominado “Castor” 
• RDL 13/2014: Real Decreto Ley 13/2014, de 3 de octubre, por el que se adoptan 
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